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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE PARAGUAY AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

BREVE RESEÑA DE LOS AVANCES REGISTRADOS EN EL PAÍS

I. LEGISLACIÓN

Desde mediados del siglo pasado, la República de Paraguay empezó a adoptar una serie de medidas para incorporar la ciudadanía de las mujeres, involucrando el tema de la violencia: ratificó,  en 1986, la CEDAW y, mediante Ley 605 del 21 de junio de 1995, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer – Convención de Belém do Pará; todo lo cual dio base para un proceso legislativo que culminó con la aprobación de la Ley 1600/2000 Contra la Violencia Doméstica.   En la última década, Paraguay también ratificó otros instrumentos internacionales, como el Protocolo Facultativo a la Convención de los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución y la Pornografía Infantil, y la Convención de las Naciones Unidas sobre la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de Mujeres y Niños/as. 
Se observa que si bien la Convención de Belém do Pará conforma el Derecho Positivo Nacional razón por la que puede servir de fundamento a las decisiones judiciales;  sin embargo, con la promulgación de la Ley 1600 Contra la Violencia Doméstica, promulgada el 6 de octubre de 2000,  baja a la praxis jurídico-social parte de la esencia de la Convención de Belém do Paá, y desafía todo un nuevo sistema  de incipiente protección efectiva de los derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia en Paraguay
. 
Avances

Luego de la primera ronda de evaluación, el Informe País señala que se han dado algunos avances sobre todo a partir de la promulgación de la Ley 3440 del 16 de julio de 2008, Art. 229 referente a violencia familiar, en la que se expresa: “El que, en el ámbito familia, ejerciera o sometiera habitualmente a violencia física o dolores psíquicos considerables sobre otro con quien conviva, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos año o multa”. De esta forma se mantiene a la violencia familiar como un hecho punible y asigna pena de penitenciaría además de la multa. Otro avance se destaca por incluir dolores psíquicos, como forma de manifestación de la violencia. Aún se considera insuficiente la configuración de este hecho punible en el código por condicionar la habitualidad y la redacción en género masculino. Respecto a la habitualidad de las agresiones, la violencia física y un vínculo de convivencia entre la víctima y el agresor, restringe la disposición de la Convención de Belém do Pará que no incluye la exigencia de esos requisitos para la tipificación de violencia contra la mujer.  También fue modificado el artículo 128 que pasó a ser de coacción sexual y violación, entre otros.  En el Código Penal se mantiene la disminución de las penalidades en los casos en que existe una relación entre la víctima y el agresor, aspecto también contrario a lo expreso en la Convención. 

Con relación a la trata de personas, el actual Código Penal, Ley No.1160/97, modificado por el Artículo 1º de la Ley Nº 3440/08, hace punibles e incorpora la diferencia entre trata de personas con fines de explotación sexual y la trata con fines de explotación personal y laboral, en los artículos 129b y 129c; asimismo, en el mismo artículo castiga la rufianería. La entrada en vigor de esta ley fue a partir del 16 de julio de 2009 en toda la República del Paraguay, y para los artículos 104, 148, 154, 165, 181, 182, y 316, a partir del 17 de julio de 2008.

También se modifica el Código Penal, en lo referente a las conductas penalizadas que se realiza contra niños y adolescentes, descritas como Maltrato de niños y adolescentes bajo tutela, en su artículo 134, pasa a ser cambiado por el artículo 1 de la Ley Nº 3440/08; el Abuso sexual en niños, descripto y penado en el Artículo 135, también modificado por la citada ley vigente; Abuso sexual en personas bajo tutela, en su artículo 136; y, el Estupro, en el artículo 137, también modificado por el artículo 1º de la Ley Nº 3440, donde se destaca en el informe que este hecho, específicamente sí hace mención a una mujer, que es víctima de un hombre, y que textualmente dispone: “1º.- El hombre que por medio de la persuasión lograra realizar el coito extramarital con una mujer entre catorce y dieciséis años, será castigado con pena de multa…”.

La Ley No. 1160/97 del Código Penal en el artículo 133 sanciona sobre  el “Acoso Sexual” en su inciso.”1º.- El que con fines sexuales hostigara a otra persona, abusando de la autoridad o influencia que le confieren sus funciones…”. Asimismo, el Artículo 84 del Código Laboral, Ley Nº 213/93, modificado por el artículo 1 de la Ley Nº 496/95, dispone como causal justificada de terminación del contrato de trabajo por voluntad unilateral del trabajador, los actos de violencia, acoso sexual, injurias o malos tratos del empleador y sus representantes, familiares y dependientes, obrando éstos con el consentimiento o tolerancia de aquel dentro del servicio y cometidos contra el trabajador…”. Este artículo precedentemente mencionado, no sanciona o castiga al empleador por la comisión del hecho de acoso en el ámbito labora.

El Informe País señala que si bien es cierto la legislación penal Paraguaya, no castiga al femicidio como tal, sí se encuentra descripto en el artículo 105 inciso 2º numeral 1. La pena podrá ser aumentada hasta treinta años cuando el autor: 1) matara a su padre o madre, a su hijo, a su cónyuge o concubino, o a su hermano;…”.  Se puede interpretar que la mujer madre fue incluida en esta norma penal completa, como así mismo el término cónyuge, que si bien es cierto no hace distinción de cónyuge hombre o mujer, la mayoría de los casos de homicidio en el ámbito familiar, y como consecuencia de la violencia dentro de ese mismo ámbito son las mujeres, concubinas y cónyuges. En este marco, en fecha 25 de noviembre del 2009  y en conmemoración al “ DÍA INTERNACIONAL DE ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER”, se realizó una campaña de comunicación y sensibilización, denominada “BASTA DE COMPLICIDAD, LA VIOLENCIA MATA”, difundida a través de radios y televisión con la participación de autoridades del gobierno, artistas y periodistas nacionales.
Se cuenta con una Ley de “Aseguramiento Presupuestario de Salud Reproductiva y Kit de Partos.

Otros avances

La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, además de coordinar con la H. Cámara de Diputados – Comisión de Equidad Social y de Género, concertó con la H. Cámara de Senadores  -Comisión de Equidad de Género y Desarrollo Social- la presentación y estudio para el rechazo de los proyectos de Ley sobre la Reorganización Administrativa de las Secretarías dependientes de la Presidencia de la República y sobre la creación del Ministerio de Desarrollo Social.  En ambos casos con el objetivo de preservar es estatuto jurídico que tiene actualmente el mecanismo nacional. Con ambas Cámaras del Congreso y con la Corte Suprema de Justicia –a través de la Secretaría de Género del Poder Judicial- se participa también del Anteproyecto de Ley Integral contra la Violencia a las Mujeres, de acuerdo a las disposiciones de la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer – Convención Belén Do Pará”. El objeto es “sancionar las formas de violencia física, psicológica, sexual, económica, institucional y femicida contra la mujer y proteger los derechos de las víctimas de violencia”.  Constituye el punto de partida para lanzar un proceso de debate y formulación de una nueva propuesta (y no una reforma) de Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres.
La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República coordina con la Comisión de Equidad de Género de la Cámara de Diputados, para el estudio y aprobación del  Proyecto de Ley de Salud Sexual Reproductiva y Materno Perinatal. En el Art.1 establece: “Contribuir al desarrollo pleno de las personas a través del respeto, reconocimiento y protección de los derechos sexuales y reproductivos, en condiciones de igualdad de hombres y mujeres. 
Obstáculos

En el Informe Sombra de CLADEM Paraguay, se indica que: La Ley 1600 y las disposiciones existentes en el Código Penal-Ley 1160/97 modificada por la Ley 3440 del año 2008 son insuficientes y no contempla la multiplicidad de tipos penales en las que las mujeres y niñas son específicamente víctimas de violencia, por lo que el Paraguay se encuentra ante un vacío legislativo contribuyendo a la impunidad contra la violencia hacia las mujeres. Añadiendo que esta es la razón principal para  que ha llevado a implementarse actualmente un amplio proceso nacional para la formulación del proyecto de Ley Integral Contra la Violencia hacia las Mujeres. 
La vigente Ley Nº 1600/00 “Contra la Violencia Doméstica”, en la que previene y reprime la violencia física, sicológica y sexual, no hace distinción de género, sino que va dirigida y protege a todas aquellas personas que integran el ámbito familiar. De igual manera, con relación al Código Penal, si bien es cierto este cuerpo legal sanciona con pena privativa de libertad los hechos punibles contra la autonomía sexual, libertad, integridad física y contra menores, etc., el mismo tampoco hace distinción de género, es decir, que va dirigido a las personas en general.  En el Informe País se argumenta que el Art. 109 del Código Penal, actualmente modificado por el Art. 1 de la Ley Nº 3440/08, castiga el hecho punible de Aborto, que textualmente dispone en los siguientes incisos: “1º.- El que matare a un feto será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años. Se castigará también la tentativa;2º.-  La pena podrá ser aumentada hasta ocho años, cuando el autor: Obrara sin consentimiento de la embarazada; o con su intervención causara el peligro serio de que la embarazada muera o sufra una lesión grave;…” . De esta manera se puede notar que de una u otra manera se castiga el hecho que lesione a una mujer embarazada, y más aún si este hecho tuviere como causa u origen un hecho de violencia, que como consecuencia produjera el aborto.  Asimismo, se hace mención en el Informe País que en el artículo 105 Homicidio Doloso,  modificado por la citada Ley Nº 3440/08, dispone los siguientes incisos: “1º. El que matara a otro será castigado con pena privativa de libertad de cinco a veinte años; 2º La pena podrá ser aumentada hasta treinta años cuando el autor: 1) matara a su padre o madre, a su hijo, a su cónyuge o concubino, o a su hermano;…”. En este último numeral se puede notar que la mujer madre fue incluida en esta norma penal completa, como así mismo el término cónyuge, que si bien es cierto no hace distinción de cónyuge hombre o mujer, la mayoría de los casos de homicidio en el ámbito familiar, y como consecuencia de la violencia dentro de ese mismo ámbito son las mujeres, concubinas y cónyuges.

En el artículo 128 de la citada Ley Nº 3440/08, que modifica varias disposiciones de la Ley No. 1.160/97, Código Penal,  incluyó al hecho punible de Coacción Sexual el de Violación, definiendo los términos y conductas sancionados por esta norma, que textualmente dice: “1º El que, mediante fuerza o amenaza con peligro presente para la vida o la integridad física, coaccionara a otro a padecer  en su persona actos sexuales, o a realizar tales  en sí mismos o con terceros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años; 2º.- Cuando la víctima haya sido violada, coaccionándosela al coito con el autor o con terceros, la pena privativa de libertad será de tres a doce años; 3º.- Cuando la víctima del coito haya sido una persona menor de dieciocho años de edad, la pena privativa de libertad será de tres a quince años de edad;4º.- La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 61 cuando de la relación de la víctima con el autor, surgieren considerables circunstancias que lo ameriten; 5º.- A los efectos de esta Ley se entenderán como: 1.actos sexuales, aquellos destinados a excitar o satisfacer los impulsos de la libido, siempre que respecto a los bienes jurídicos protegidos, la autonomía sexual y el desarrollo sexual armónico de niños y adolescentes, sean manifiestamente relevantes; actos sexuales realizados ante otro, aquellos en el sentido del numeral anterior que el otro percibiera a través de sus sentidos”.

En la legislación penal, ni en ninguna otra en especial, se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. El Informe País no especifica qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional..    Tampoco se utiliza  el término violación como tipo penal, puesto que está sustituido por coacción sexual.   Persiste la consideración de la habitualidad de las agresiones, la violencia física y un vínculo de convivencia entre la víctima y el agresor para la tipificación de violencia contra la mujer, restringiendo la disposición de la Convención de Belém do Pará que no incluye la exigencia de esos requisitos.   Se mantiene la disminución de las penalidades en los casos en que existe una relación entre la víctima y el agresor, aspecto también contrario a lo expreso en la Convención.  El aborto sigue estando penalizado, pero modificando la pena para la embarazada que practique un aborto: “actuando ella sola o facilitando la intervención de un tercero, la pena privativa de libertad será de hasta dos años.” La anterior pena era de 15 a 30 meses, establecida ya en el Código Penal de 1914. Al mismo tiempo, se penaliza más gravemente (con hasta ocho años), a la persona que “con su intervención causara el peligro serio de que la embarazada muera o sufra una lesión grave”.

Cabe destacar que en Paraguay se sigue sancionando sólo la trata de personas con fines de explotación sexual, personal y laboral, a nivel internacional, despenalizando de alguna manera la trata de personas, sea cual fuere su especie, que se realizara o configurara en el territorio de la República del Paraguay, situación que podría subsanarse de alguna manera con el hecho punible de Rufianería. Según CLADEM para perseguir y sancionar por este hecho, hoy todavía se tiene que recurrir a otras figuras penales como la coacción grave, dificultando la prueba de los delitos y la protección adecuada e integral de las víctimas. Se añade que el Inecip-Py y el Grupo Luna Nueva desarrollaron unas “Sesiones de discusión sobre trata de personas: implicancias jurídicas y sociales”, durante las cuales se elaboró un documento que critica varios aspectos del anteproyecto de ley de la Secretaría de la Mujer sobre Trata de Personas, pues su articulado contradice los principios del sistema penal constitucional de la República e incluso evitaría que las personas perpetradoras sufran penas privativas de libertad. En algunos casos, las sanciones previstas para el delito son más altas que para el homicidio, en donde el bien jurídico protegido es la vida; junto con la pena privativa de libertad, establece penas de multas muy altas que podrían considerarse confiscatorias; se sanciona a los usuarios y las usuarias de servicios sexuales, sepan o no que las víctimas estén en situación de trata. Esta presunción de dolo también es inconstitucional. 

Al respecto, la Autoridad Nacional Competente realiza un comentario según el cual “en el marco del Programa de Apoyo a la Lucha contra la Trata de Personas, especialmente mujeres, niñas y niños. ATN/SF 9027 –PR SMPR- BID, coordinado por la Secretaría de la Mujer se elaboró un Anteproyecto de Ley Especial contra la Trata de Personas; el documento fue presentado en el mes de diciembre de 2009 a la coordinación de la Mesa Interinstitucional para la Prevención y el Combate a la Trata de Personas. El mencionado documento ha sido puesto como insumo de trabajo a partir del cual se ha llevado adelante el proceso de elaboración de un Anteproyecto de Ley Integral contra la Trata de Personas; este trabajo es coordinado por la Subcomisión de la Legislación de la que la Secretaría de la Mujer es parte”.
En el Paraguay, aunque el Informe oficial señala que: La legislación penal no admite la conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes; y que solamente se admiten este tipo de solución de conflictos en los casos de hechos punibles contra los bienes de las personas y en los hechos culposos, en virtud a lo establecido en el artículo 25 inciso 10º del Código de Procedimiento Penal.  Sin embargo, el  Informe Sombra de CLADEM, tomando como fuente el Informe DDHH 2008 pág. 106. 107, dice que: también se verifica la tendencia a la aplicación de la mediación como solución para casos de violencia doméstica contra mujeres, a pesar de la posición crítica de expertas en el tema. En 1999, se instaló una oficina de mediación a partir de la vigencia del nuevo Código Procesal Penal. El balance de Paraguay señala: “Las denuncias son remitidas a las oficinas de mediación de la fiscalía, dejando de lado el principio de que no puede haber conciliación en los temas de violencia doméstica”. 

El acoso sexual sólo se encuentra incluido en el Artículo 84 del Código Laboral, Ley Nº 213/93, modificado por el artículo 1 de la Ley Nº 496/95, pero no dispone sanciones para el empleador acosador.  No hay disposiciones legales en otros ámbitos sobre acoso sexual (en educación, salud, etc.).  La ANC introduce el siguiente comentario:  “se encuentran en estudio en la Cámara de Diputados los siguientes Proyectos de Ley:

a) QUE MODIFICA Y AMPLÍA EL ARTÍCULO 133 DE LA LEY 1.160/97 CÓDIGO PENAL, (SOBRE EL ACOSO SEXUAL).

Fecha de Presentación: 14 de diciembre de 2009, girado a Comisión de Legislación y Codificación.

Objetivo: Preservar los derechos de las mujeres y de los discapacitados con mayor énfasis, en reconocimiento de sus luchas para llegar a una igualdad plena de oportunidades dentro de una sociedad carente muchas veces de sensibilidad y compromiso social.

Estado de tramitación: sin dictamen a la fecha.-

b) CONTRA EL ACOSO ESCOLAR EN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS PÚBLICAS Y PRIVADAS

Fecha de Presentación: 16 de octubre de 2009.-

Girado a Comisiones de Educación, Cultura y Culto, a Comisión de Legislación y Codificación y a Comisión Salud Pública, esta última la única que ha dictaminado: Modifica.- (1ero.Junio de 2010). Aplazado su estudio en sesión de fecha 18 de noviembre en plenaria de C. Diputados.

Objetivo: La presentación se funda en la creciente preocupación desatada entre educadores, padres de familia y sociedad en general, referente a un problema, que sin ser nuevo en el ámbito de la educación, recién en los últimos tiempos ha cobrado gran preponderancia, por los múltiples inconvenientes que trae a los niños y adolescentes en edad escolar”.

La legislación nacional vigente aún no ha integrado el Femicidio ni la violencia patrimonial o económica.  Tampoco la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado,  está tipificada como delito en la Legislación Nacional; sin embargo, la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República ha presentado un  Proyecto de Ley “Que Reprime Toda Forma de Violencia contra la Mujer”, donde se incorpora la violencia institucional. En este punto, la Autoridad Nacional Competente aclara que dicho proyecto fue presentado el 19 de septiembre de 2007 por el senador Carlos Filizzola y que “por decisión del Proyectista se suspendió su estudio, en atención al proceso de elaboración de un Anteproyecto de Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres” iniciativa de la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo Social de la Cámara de Senadores y la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República con la cooperación de UNIFEM.

Según CLADEM Paraguay no cuenta con una legislación específica que regule los derechos sexuales, restringiéndose al ámbito de los derechos reproductivos. Sin embargo, una interpretación amplia de las normas constitucionales muestra el reconocimiento de algunos derechos específicamente relacionados con los derechos sexuales, los cuales requieren de una reglamentación para cobrar efectiva vigencia.  El Informe País no dice si  existen disposiciones que garanticen acciones inmediatas frente a episodios de violencia sexual en  las mujeres como el acceso libre a la anticoncepción de emergencia y la profilaxis de emergencia para  VIH y otras infecciones de transmisión sexual.   

Tanto el Informe País como el Informe Sombra señalan que: en el Parlamento se encuentra el Proyecto de Ley de Salud Sexual Reproductiva y Materno Perinatal, la cual sigue en estudio en Comisión y sin dictamen correspondiente, luego de varias audiencias públicas, aportes interinstitucionales e intersectoriales para su aprobación. En el Art.1 establece: “Contribuir al desarrollo pleno de las personas a través del respeto, reconocimiento y protección de los derechos sexuales y reproductivos, en condiciones de igualdad de hombres y mujeres.” La propuesta no es entendida en su cabal alcance, la mayoría de los parlamentarios y un sector de la ciudadanía interpreta como una propuesta  a favor de la despenalización del aborto y del matrimonio entre personas del mismo sexo, entre otras.

II. PLANES NACIONALES

Avances más destacados

La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, desde el año 1995, coordina el PLAN NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y LA SANCIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. Actualmente el Plan se encuentra en etapa de Revisión por el Comité  de  Atención Integral de Violencia basada en  género, que está integrado por representantes de los tres Poderes del Estado.  Este Plan se ejecutó a través de la Comisión Interinstitucional a nivel Nacional, integradas por representantes de instituciones públicas, municipalidades y organizaciones de la sociedad civil. Se planteó como estrategia, un conjunto de acciones  realizadas en el seno de una Comisión Interinstitucional que dirigió sus actuaciones con la coordinación de la Secretaria de la Mujer. Dicha comisión se abocó en la elaboración y ejecución de  programas  interinstitucionales de forma coordinada.  La promoción y difusión se ejecutaron a través de sus componentes: Atención a víctimas, capacitación de los sectores públicos, educación de la sociedad, legislación, investigación, registro de casos y campañas públicas educativas. La participación de los organismos gubernamentales y no gubernamentales ha sido muy significativa en el proceso de elaboración de este Plan y conjuntamente se llegó a la convicción de que esta tarea debe ser asumida desde un espacio del Estado y compartida con el compromiso de los sectores públicos involucrados en el tratamiento de las situaciones de violencia.

La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, actualmente coordina la implementación del III PLAN NACIONAL DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE MUJERES Y HOMBRES 2008-2017,  que aborda 9 ámbitos de acción.  Se establecen acciones por ámbitos y se ejecutan a través de los Planes Operativos Anuales (POA) de cobertura nacional.    El Ámbito VI “Una Vida Libre de Violencia”  tiene como objetivo general: prevenir y erradicar todas las formas de violencia contra la mujer y su ejecución se realiza por medio de  7 líneas de acción las cuales son:   Denuncia, Difusión, Sensibilización y capacitación, Propuestas de cambio en las normativas, Fomento a las iniciativas, Estudios e Investigaciones y Empoderamiento. 

El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social cuenta con un Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva 2009 – 2013, aprobado por Decreto No. 3197/94, la promoción y la difusión se establecen y ejecutan a través de las 8  líneas de acción del Plan e incorpora el enfoque de género y de derechos orientados por la política de salud y sus principios de universalidad, integralidad, equidad, calidad y participación social.    Incorpora en su ámbito VI “Prevención y Atención a Personas en Situación de Violencia Sexual y Violencia Basada en Género (VBG)”  cuyo objetivo general es:   Planes e instrumentos legales y normativos desarrollados y en implementación para la prevención de la VBG y la adecuada atención y apoyo a personas en situaciones de violencia, incluyendo abuso y violencia sexual  que contiene 3 líneas de acción para su implementación.

En el ámbito de la niñez y adolescencia se cuenta con el Plan Nacional de Acción de Niñez y Adolescencia- PNA y ésta con sus 2 planes sectoriales:   Plan Nacional de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil y mejora en  las condiciones de trabajo de los y de las adolescentes, y  Plan Nacional de Prevención y  Erradicación  de la Explotación Sexual en Niñas, Niños y Adolescentes busca precisar algunos delineamientos estratégicos fundamentales para promover la inclusión definitiva en la agenda social del Paraguay de la cuestión relativa a la protección integral de niños, niñas y adolescentes. 
El Ministerio de Educación y Cultura cuenta con el Plan Ñandutí en el cual se diseñaron los objetivos, estrategias y acciones de la educación paraguaya hasta  el 2015 que incorpora en el Objetivo Nacional 5 estrategias específicas para disminuir las discriminaciones por razones de género.   El Programa de Igualdad de Oportunidades para la Mujer en la Educación – PRIOME, instalado dentro del Ministerio de Educación y Cultura cuyo objetivo es coordinar acciones como instancia para incluir el componente género en todos los niveles educativos teniendo en cuenta que desde la creación de la Secretaría de la Mujer una de las principales metas ha sido la incorporación del componente género en las políticas de educación. En este marco,  se  realizó el análisis y las propuestas de inclusión de la Perspectiva de Género en la Malla Curricular  de la Formación Docente Inicial del ISE.  Se implementó el Curso de Especialización en Género para formación de formadores/as, (Directores/as, Técnicos/as, Jefas de Departamentos), de las Direcciones Generales de Educación Permanente, Educación Inicial y Escolar Básica, con la inclusión de participantes del Instituto Superior de Educación.   Se brinda asistencia técnica para la incorporación de contenidos de género en la malla curricular de formación continua del  Instituto Superior de Educación, que consiste en reuniones de trabajo en el marco de una agenda, revisión de los programas de formación  docente inicial y el acompañamiento técnico para la implementación de las materias revisadas para la formación docente inicial.

El Plan Nacional de Educación para Todos 2003-2015  fue modificado y ajustado de abril a julio  del  año 2006, específicamente en lo que se refiere al Objetivo Nacional Nº 5:  “Disminuir las disparidades entre la EEB y la Educación Media, suministrando equidad del servicio educativo en cuanto al acceso, eficiencia y calidad, entre géneros y priorizando a niñas y niños con limitaciones excepcionales residentes en zonas rurales y en situación de pobreza” incorporando la siguiente Estrategias 5.1 “Implementar políticas socio-económicas, educativas y salud que reduzcan las discriminaciones de género”. El Gobierno Nacional encara el Plan Nacional de Educación 2024 el cual fue elaborado en un proceso abierto a las instituciones del Estado y de la sociedad civil y ha incluido como principio la igualdad entre mujeres y hombres.

El Plan Estratégico Respuesta Nacional a las Infecciones de Transmisión Sexual, VIH y SIDA 2008 – 2012 se trata de una convocatoria amplia, integrada y comprometida de diferentes instancias de gobierno, organismos internacionales, organizaciones sociales y no gubernamentales, interesadas e involucradas en la problemática que se reúnen y articulan sus acciones bajo el marco el rol rector delegada en este caso específico al Programa Nacional del Control del SIDA / ITS  del Ministerio de Salud. Se basa en  una planificación estratégica efectiva, inclusiva, con enfoque de derechos y género, con presencia en la sociedad y los medios con carácter universal con intervenciones en todos los grupos de edad, que abarque un ámbito nacional con inversión equilibrada en prevención y asistencia directa que mejore la calidad de vida y disminuya la discriminación. Sus líneas de acción son las siguientes: Políticas Públicas y Derechos Humanos; Promoción, Prevención y Protección; Diagnóstico, Atención y Tratamiento; Desarrollo Institucional y Gestión; Epidemiología; Armonización e intersectorialidad; Monitoreo y Evaluación.

Respecto a sensibilización y capacitación de los recursos humanos gubernamentales y no gubernamentales, el Informe país hace constar que el III Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 2008 – 2017 establece como una de sus líneas de acción el de Sensibilización y capacitación. Tiene como objetivo: sensibilizar y capacitar a los actores relevantes que intervienen en la prevenciòn, erradicaciòn y sanción de la violencia contra la mujer para lograr la detecciòn y tratamiento adecuado de esta problemática. Con la firma de convenios con organizaciones no gubernamentales se realizan actividades conjuntas tendientes a sensibilizar y capacitar a miembros del Poder Judicial, Ministerio Pùblico, personal del área de la Salud, Policía Nacional  para mejorar la atención a las víctimas y a la sociedad en general.  

La Defensoría del Pueblo cuenta con un Instituto de Derechos Humanos para formar agentes multiplicadores. En su currìcula, el instituto estableciò un el estudio de un mòdulo de leyes nacionales y de compromisos internacionales suscritos por el Paraguay (con ènfasis en CEDAW y Belèm do Parà) relacionados a los derechos humanos de las mujeres. Esta instituciòn es el órgano de control y supervisión de la administración pública el cual ha realizado en un trabajo conjuntamente con la Secretaria de la Mujer, ciclo de talleres con el objetivo de fortalecer la información respecto a los mecanismos de denuncias, protección y promoción de los derechos humanos de las mujeres. Ambas instituciones tienen como misión la Defensa de los Derechos Humanos, la canalización de los reclamos populares y la protección de los derechos comunitarios.

El Centro de Liderazgo Femenino de la Secretaría de la Mujer ha capacitado a mujeres de diferentes organizaciones dando un especial énfasis al tema de Derechos Humanos de las mujeres así como también en cuanto a equidad de género.

Se capacita y da formación a comunicadores sociales de la capital y ciudades del interior màs importantes. Una de estas capacitaciones es la utilizaciòn de la “Guía Lentes Lilas para los Medios de Comunicaciòn” a fin de contribuir en la elaboraciòn, transmisiòn de informaciòn asì como el tratamiento de las noticias para que sean abordadas con una visiòn de género respetando los derechos humanos de las mujeres. Durante el primer semestre de 2010 se está implementada la tercera etapa de dicha capacitación, cuyo documento fue publicado con el apoyo del UNFPA en el año 2008. Se ha presentado la aplicación de la guía a alumnas/os de la carrera de Periodismo en la Universidad UNINORTE, a integrantes del Equipo de Comunicadores del Estado ECOE, y a periodistas y comunicadoras/es de cinco departamentos del país.

Para la mejor aplicación de los Tratados y Convenios Internacionales, el Poder Judicial cuenta con un Área de Género, con una Dirección de Derechos Humanos y un Ministerio de la Defensa Pública que trabajan cuando sea necesario en conjunción con la Secretaría de la Mujer.   

El Informe País se refiere también a que los Planes, en especial el Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer y el III Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 2008-2017, ha contado con la implementación y  coordinación con el movimiento de mujeres de la sociedad civil y las instituciones del Estado. Además, que existen numerosos convenios con instituciones gubernamentales y no gubernamentales con las que se coordina la realización de actividades conjuntas en la prevención, atención y sanción de la violencia contra la mujer.
Obstáculos

Tanto el PLAN NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y LA SANCIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER como el III PLAN NACIONAL DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE MUJERES Y HOMBRES 2008-2017, no contemplan sanciones por incumplimiento.

Al respecto, la Autoridad Nacional Competente comenta que “tanto el Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer (en proceso de revisión) como el III Plan Nacional de Igualdad Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2008-2017) no contemplan sanciones de incumplimiento dado que los mismos son planes institucionales del Poder Ejecutivo, sin vinculación interinstitucional ni interpoderes. Sin embargo, la Secretaría de la Función Pública de la Presidencia de la República, con conocimiento de la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, ha diseñado y puesto en práctica la “Guía para Prácticas Inclusivas y no Discriminatorias en la Función Pública”, que contempla entre otros instrumentos, la construcción de canales de información y participación; la creación e instalación de un sistema de denuncia y la aplicación de la Ley No.1626/2000 de la Función Pública, que considera “falta grave” la comprobación de situaciones de discriminación en un sumario que puede ser pasible de una sanción de carácter administrativo que incluye la destitución del/a funcionario/a responsable”.

El Ministerio de Educación no ha definido un Plan de Prevención de la Violencia de Género, siendo un sector clave para este ámbito.
III. ACCESO A LA JUSTICIA

Avances más destacados

El Informe País registra un significativo aumento de entidades encargadas de receptar las denuncias y servicios de atención a los casos de violencia contra las mujeres:

· El 24 de febrero de 2010 Comisaría 7ª de la ciudad de Asunción, Barrio Pinosa, se habilitó la primera División Especializada a Víctimas de Violencia contra la Mujer, Niñas, Niños y Adolescentes.

· El 8 de marzo de 2010 Comisaría 6º ciudad de Asunción, Barrio Seminario, se habilitó la segunda División Especializada a Víctimas de Violencia contra la Mujer, Niñas, Niños y Adolescentes. 

· El 22 de junio del 2010, habilitación de la Comisaría 15 de Asunción, Barrio Terminal. Se trata de un emprendimiento conjunto entre el Ministerio del Interior y la Secretaría de la Mujer. El proyecto tiene como objetivo prioritario fortalecer las capacidades institucionales del Ministerio del Interior y los espacios de coordinación con los demás organismos gubernamentales que son la Secretaría de la Mujer, el Ministerio Público, el Ministerio de Salud Pública, la Secretaría de la Niñez y la Adolescencia y el Poder Judicial, con el fin de mejorar la atención y la actuación policial con las víctimas de violencia intrafamiliar y de género. La división contará con la disposición de espacios físicos que brindarán mayor privacidad y confidencialidad a las víctimas (en su mayoría mujeres y niñas).     

· En agosto de 2009 se habilitó la “Comisaría Especializada en la atención a la mujer, al hombre y niños víctimas de violencia doméstica” en la ciudad de Encarnación.  

· En el mes de diciembre de 2009 en la ciudad de Asunción, Barrio Pinosa, el Ministerio Público habilitó una clínica forense. 

· Asimismo, el Ministerio Público creó por resolución 3473 del 14 octubre de 2008 la Unidad Especializada de “Trata de Personas y Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes. Ésta atiende todos los casos que se presenten en Paraguay relacionados con la trata de personas, el proxenetismo, la rufianería y el extrañamiento de personas.

El Centro de Asistencia a Víctimas dependiente del Ministerio Público cumple todas las funciones de asistencia a las personas víctimas de hechos punibles, a los efectos de encausar el correspondiente proceso judicial. El mismo, cuenta con personal especializado de profesionales Psicólogas y Trabajadoras Sociales que realiza: 
a)
Primeros auxilios psicológicos para la contención de las víctimas.

b)
Acompañamiento en la declaración de niños y niñas víctimas y/o testigos,  adolescentes y adultos en condiciones especiales y a las víctimas para la reconstrucción de los hechos y para el reconocimiento del agresor.

c)          Prepara y acompaña en los juicios orales:  

· a las víctimas de los delitos;

· a los testigos menores de edad.

c) Deriva a la red de centros y organismos de servicio a víctimas.

· La SNNA ha instalado la Unidad de Trata de Personas y Explotación Sexual de Niñas, Niños y Adolescentes, en setiembre de 2008.

· El Ministerio de Salud habilitó centros especializados de atención a víctimas de violencia contra la Mujer en los siguientes servicios de salud: Hospital Pediátrico Niños de Acosta Ñu- San Lorenzo; en Asunción, Hospital Materno Infantil de Barrio Obrero, Centro de Emergencias Médicas y Hospital Materno Infantil  Barrio San Pablo; Hospital Nacional de Itauguà –Departamento Central.

· Se ha creado el Departamento Anti-Trata de Personas de la Policía Nacional.

· Se diseñó  e implementó el Plan Integral de Reforma del Sistema de Justicia “Justicia con Dignidad”. En sus dos Componentes: a) Estructural: aborda el mejoramiento de algunos instrumentos institucionales indispensables para alcanzar los fines del Plan.  b). Sustancial: conjunto de acciones en el campo de la operatividad: Plan Nacional de Acceso a la Justicia, Plan Nacional de Derechos Humanos, Plan Nacional de Reforma Penitenciaria y el Plan Nacional de Anticorrupción.  c).Se Integró  la red de Derechos Humanos del Poder Ejecutivo en el marco del Plan, y se elaboró el Registro de Organizaciones No Gubernamentales que brindan asesoramiento jurídico gratuito.

Servicios especializados de atención a las víctimas:

· La Autoridad Nacional Competente aclara que la instancia que ofrece servicio de atención a las mujeres víctimas de violencia se denomina “Servicio de Atención a la Mujer” (SEDAMUR). El mismo que pertenece a la Secretaría de la Mujer y que ha ampliado su horario hasta las 18 horas aumentando de esa manera la cobertura de atención con la cuál 2266 mujeres fueron atendidas.  Asimismo, en las gobernaciones ofrecen asesoramiento y se pretende agrandar la cobertura inaugurando centros regionales especializados de atención a víctimas de violencia en 5 departamentos.
· La SMPR cuenta con el primer y único Albergue Transitorio para víctimas de Trata de Personas de la República de Paraguay. El mismo, fue habilitado en diciembre del 2007 con subvención de la Embajada de Los Estados Unidos en la República de Paraguay para el equipamiento y cobertura del alquiler del local, pero su funcionamiento y reactivación se dio en agosto de 2008. El mismo se encuentra situado en el microcentro de Asunción, cuenta con instalaciones para albergar a 12 víctimas y en caso necesario hasta un total de 20.  Este Albergue brinda a las víctimas durante su permanencia en el mismo, el apoyo que les permitiría una reintegración segura, digna y sostenible a la sociedad y a una vida normal.
· Existen servicios de llamadas gratuitas habilitadas las 24 horas los siete días de la semana a través de: Poder Judicial, sistema de llamadas 911, Secretaría de la Niñez y Adolescencia con el 147,  las Unidades Especializadas atienden las 24 horas aunque las llamadas no son gratuitas.
· Programa de provisión de kits de parto y cesáreas, disponibles en forma gratuita.

Servicios y campañas de difusión de Derechos de las Mujeres 

· La Comunidad Digital de la Mujer (CODIM) tiene como objetivo promover el acceso de la mujer paraguaya a las nuevas tecnologías de la comunicación y la información, especialmente en zonas rurales. Esta agencia provee de información semanal a más 1000 organizaciones y personas en forma directa. La información está 24 horas disponible con ventanas para acceso a denuncias de casos de violencia, información y materiales audiovisuales de sensibilización y educación en género.

·  “Campaña Iguales en Todo” que  tuvo como objetivo difundir y dar a conocer los cuatro ámbitos principales del  Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Se difundieron spots televisivos y micro programas radiales. En canales de aire (canal 2, canal 4, canal 9 y canal 13) se difundieron en total 12 spots. Se distribuyeron 2.000 inserts, en castellano y guaraní, sobre violencia, participación equitativa en el hogar en ciudades cabeceras del interior del país a través de un periódico con cobertura nacional. Se imprimieron 4.000 afiches (Una vida libre de Violencia, y Acceso en Igualdad de Oportunidades en el Empleo) que fueron distribuidos en OGS, ONGS en capital e interior del país.

· El 25 de noviembre del 2009  y en conmemoración al “ DÍA INTERNACIONAL DE ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER”, se realizó una campaña de comunicación y sensibilización, denominada “BASTA DE COMPLICIDAD, LA VIOLENCIA MATA”, difundida a través de radios y televisión con la participación de autoridades del gobierno, artistas y periodistas nacionales.
· Se elaboraron materiales (trípticos, calcomanías) con el fin de prevenir el abuso sexual en mujeres indígenas en la competencia automovilística del Trans-Chaco Rally con el lema “SOY IGUAL A VOS”  tengo derecho a una vida sin violencia. 
Otros avances

· En el transcurso del 2010, serán habilitadas más comisarías especializadas en los Departamentos de Guairá y Alto Paraná.

· La Secretaría de la Mujer propone la implementación descentralizada del ámbito VI “Una vida libre de violencia” para lograr la integralidad de los servicios públicos para la atención y protección contra la violencia basada en género y la trata de mujeres y niñas en áreas de fronteras con Argentina y Brasil y habilitará 5 oficinas regionales orientados a aumentar la seguridad integral y erradicar la violencia de género.

· Actualmente se realizan acciones para la unificación del Protocolo de Atención a Personas en Situación de Violencia del Ministerio de Salud Pública y el Protocolo del Informe Pericial Integral en la Investigación del Delito Sexual del Ministerio Público respectivamente en todos los puestos de salud a nivel nacional.

· El 26 de noviembre de 2010 se habilitó la “Casa para Mujeres en Situación de Violencia”, ubicada en el Dpto. Central (comentario adicional de la Autoridad Nacional Competente).  Este primer albergue tiene una capacidad para 50 personas, y se prevé la asistencia médica, ginecológica, odontológica y pediátrica entre otras, además de orientaciones y acompañamiento psicológico y legal conforme a cada caso en particular. Además se prevé la creación de centros regionales para la atención a víctimas de violencia basada en género así como Albergues en los Departamentos de Alto Paraná y Canindeyú.

· El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social elaboró un protocolo de notificación y diagnóstico de Maltrato Infantil y Adolescente. Esta tarea se enmarca dentro del proyecto de convenio interinstitucional entre los Ministerios del Interior y de Salud Pública, así como de las Secretarías de la Mujer y de la Niñez y la Adolescencia. El objetivo es realizar la recepción, atención con calidad y calidez, y el seguimiento personalizado de casos de violencia hacia niñas, niños, adolescentes.  Este instrumento será implementado en todos los servicios sanitarios dependientes del MSPyBS. Servirá para registrar y tratar adecuadamente casos de maltrato físico, negligencia, maltrato emocional y abuso sexual. 

Obstáculos 

Pese al incremento de servicios, se mantienen las dificultades para abarcar la cobertura geográfica en las zonas urbano marginales y rurales del interior del país. Las oficinas de atención y la capacitación están concentradas en las zonas metropolitanas y central.   

Aunque en el III Plan Nacional de Igualdad de oportunidades entre Mujeres y Hombres 2008-2017 se incluye como uno de los ejes transversales de prioridad para alcanzar la igualdad real las especificidades del área rural y la etnicidad, no hay medidas para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia. Al respecto el Informe País señala que  el ámbito VI “Una Vida Libre de Violencia” en su línea de acción de DIFUSION  contempla la distribución permanente de materiales de difusión sobre el procedimiento de presentación de denuncias por violencia doméstica y la trata de personas, dirigidos especialmente a mujeres rurales, indígenas y discapacitadas, y en especial las que se encuentran en situación de pobreza.

No existen protocolos de atención en idiomas Guaraní e indígenas.
Las “Divisiones Especializadas a Víctimas de Violencia contra la Mujer, Niñas, Niños y Adolescentes” cuentan con personal especializado y espacios con privacidad, no así con servicio legal.

No existe un programa de protección de víctimas y testigos ni ningún tipo de mecanismo que contemple las medidas mencionadas.  Al respecto, la Autoridad Nacional Competente comenta que se encuentran en estudio en la H. Cámara de Diputados el siguiente Proyecto de Ley: “QUE CREA EL PROGRAMA DE ACOMPAÑAMIENTO Y PROTECCIÓN A TESTIGOS Y VÍCTIMAS EN PROCESOS PENALES”.

Fecha de presentación: 16.09.2009.

Objeto: generar en aquellos individuos que por su intervención o colaboración en un proceso penal se encuentran en riesgo de sufrir hostigamientos, represalias y perjuicios de la más diversa índole, plena confianza en las instituciones y el sistema penal, de tal forma que se asegure la activa participación de los mismos en la administración de justicia, como sucede al fortalecer  la normativa legal  destinada a brindar un marco efectivo y eficiente de protección de testigos y víctimas.

Es sancionado como Ley No.4083/10 en fecha 18 de agosto de 2010.

Por Decreto No. 5.117 de P. Ejecutivo objeta parcialmente.-

Es tratado en sesión Plenaria de fecha 25 de noviembre de 2010 en Cámara de Diputados.- rechazaron el veto del Poder Ejecutivo al citado Programa de Protección. Pasa al Senado.

Tampoco se cuenta con un mecanismo de control, evaluación y seguimiento de los servicios y de los procesos de empoderamiento de las mujeres víctimas de violencia. No existen estadísticas desagregadas, sin embargo, se ha avanzado en una mayor atención al enfoque de género en las estadísticas e indicadores en los sistemas de información del Poder Judicial.

No existen evaluaciones realizadas e información sobre satisfacción de las usuarias respecto a los servicios.

No existen programas sociales para atender las necesidades básicas de las mujeres víctimas de violencia.  De la misma forma, no existe una política penal orientada a la prevención, sanción y erradicación del femicidio.

Entre estos obstáculos pueden citarse la atención dilatoria de los agentes que no se encuentran suficientemente capacitados para atender adecuadamente a las víctimas de violencia doméstica, así como también la persistencia de fallos discriminatorios en los tribunales en los casos de mujeres víctimas de algún delito; la falta de cumplimiento de los plazos establecidos en la Ley 1600/00, violando el derecho de las mujeres a una protección judicial efectiva.

Otra ausencia en las resoluciones es la no utilización o escasísima utilización de la legislación internacional de derechos humanos, en materia de violencia contra la mujer. Las guías de relevamiento inicial aplicadas a operadores/as de justicia en las capacitaciones, muestran preocupación por el escaso conocimiento de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos de las mujeres y la consecuente escasa aplicación en las resoluciones judiciales.

De igual manera, hay estudios sobre estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, pero no se ha establecido cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias y si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta la historia anterior de la víctima estableciendo criterios de culpabilización.

IV. PRESUPUESTO NACIONAL

Avances más destacados

El Informe País hace constar que: A partir del año 2009 se incrementó el presupuesto Institucional a más de 2, 65 % al del año 2008 que sufrió una variación de menos 23,2% , sin embargo desde el año 2009 se incrementó el presupuesto como también podemos observar claramente en el año 2010  en el que hay una variación del mas de 7,49% para el ámbito de violencia con el objetivo de trabajar en las políticas públicas a fin de institucionalizar el Plan Nacional de Violencia  con otros organismos gubernamentales  que intervienen en la prevención, erradicación y sanción de la violencia contra la mujer.

Las instituciones públicas como: el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, Ministerio Público, la Secretaría Nacional de la Niñez y Adolescencia Ministerio del Interior y la Policía Nacional, involucrados en la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer, no cuenta con partidas presupuestarias específicas para implementar acciones para el combate de la violencia contra la mujer, sin embargo desde el año 2009 las mencionadas instituciones recibieron apoyo presupuestario a través de Proyectos específicos destinados al combate de la violencia contra la mujer niños/as y adolescentes. No se cuenta con informes sobre los montos, pero sí podemos mencionar la implementación de: Divisiones o comisarías especializadas y habilitadas especialmente para la atención a mujeres que sufren cualquier tipo de violencia. Dichas comisarías así como también en varios centros de salud, se encuentran dotados de personal especializado.

Obstáculos

No se cuenta con informes de los montos de inversión.  El país no ha trabajado prepuesto sensible al género para la erradicación de la violencia, los apoyos presupuestarios se establecen a través de proyectos específicos.  La Autoridad Nacional Competente señala que desde el mes de marzo de 2010 se lleva adelante el “Proyecto Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales en Presupuestos con Perspectivas de Género”, ejecutado por la SMPR con el apoyo del Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) a través del Centro de Estudios Ambientales y Sociales, en adelante CEAMSO. El mismo tiene por objetivo contribuir a la incorporación gradual de la perspectiva de género en el proceso de planificación, elaboración, ejecución, control y evaluación del presupuesto público.  Para el cumplimiento del objetivo del Proyecto, la SMPR había instalado una Mesa de Trabajo Interinstitucional conjuntamente con el Ministerio de Hacienda y la Secretaría Técnica Planificación (entidades rectoras del proceso presupuestario) y se  había elaborado una propuesta metodológica para la incorporación de la perspectiva de género en los lineamientos de la formulación del Presupuesto General de la Nación (PGN), sus formularios e instructivos, así como en las guías técnicas de elaboración del Plan Operativo Anual (POA) de la STP.  Estos trabajos fueron realizados teniendo en cuenta el marco normativo de la Programación Presupuestaria (sistema de elaboración, ejecución y control del presupuesto nacional) que se encuentra en proceso de reforma y modernización. Actualmente se negocia la firma de un Convenio Marco para la implementación de la segunda fase del Proyecto que prevé los pasos a seguir para avanzar en la elaboración del presupuesto público con perspectiva de género.

V. INFORMACIÓN ESTADÍSTICA

Avances más destacados


La Secretaría de la Mujer Presidencia de la República y la Dirección General de Estadísticas Encuestas y Censos han establecido alianzas institucionales para la implementación del módulo estadístico del “Programa de Apoyo a la Lucha contra la Trata de Personas, especialmente Mujeres, Niñas y Niños”, orientado a la estimación de los casos de trata de personas en el Paraguay.  El propósito referente a la sistematización y análisis de la información disponible en relación a aspectos cuantitativos de la trata de personas en el Paraguay, se vio afectado por la cantidad y calidad de la información disponible en las instituciones competentes de la atención de la trata de personas, mencionándose entre las razones: la falta de un registro unificado entre todas las instituciones, las dificultades para la utilización de la Base de datos o Sistema de Administración de Casos de Trata de Personas, la dinámica de los casos y el escaso equipo humano responsable de atenderlos que dificulta la tarea del registro, la escasa colaboración de las víctimas, el cambio de la administración de gobierno que dejó desprovista de registros anteriores a la administración entrante, entre otros.
La Secretaría de la Mujer realizó el lanzamiento del Observatorio de Medios de Comunicación financiado por AECID.  Se ha presentado el primer informe de resultados sobre el análisis de noticias publicadas en la prensa referente a casos de violencia contra la mujer.
El Poder Judicial realizó en el mes de marzo de 2010 la inauguración del Observatorio Regional de Justicia y Género, que tiene por finalidad, documentar, analizar e interiorizarse de la situación de las mujeres latinoamericanas en materia judicial buscando mecanismos que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia e impulsar el fortalecimiento de los profesionales de sector judicial a través de experiencias jurídicas de la región a ser levantada en la WEB del Observatorio.

La Ley 1600/00 CONTRA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA establece en uno de sus artículos: corresponderá a la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República llevar un registro de datos sobre violencia doméstica, con toda la información pertinente, solicitando periódicamente a los Juzgados de Paz de las distintas circunscripciones los datos necesarios para la actualización de dicho registro.

La Secretaría de la Mujer conjuntamente con el Ministerio del Interior y la Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos integró la Mesa Interinstitucional conformada para la realización de la Encuesta Nacional de Victimización 2009. En este material se incluyeron preguntas sobre víctimas de ofensas sexuales, víctimas de lesiones y amenazas, así como también de trata de personas. Uno de los resultados de la encuesta en lo que respecta a ofensas sexuales determinó que el lugar donde más ocurren este tipo de hechos es en la casa y es perpetrado por una persona conocida. En cuanto a las lesiones y amenazas el 78% ocurren en la casa y el agresor es una del núcleo familiar.

En diciembre de 2009 en el Poder Judicial se llevó a cabo la Mesa de Diálogo “Revisión de aplicación de formularios de registro de violencia doméstica en Juzgados de Paz con el objetivo de analizar la implementación y efectividad de los procesos de relevamiento de datos para el mejoramiento de la calidad de la información, revisar la sistematización de los datos y relevar propuestas de mejoramiento y ajustes al formulario de acuerdo a las necesidades emergentes.  La Secretaría de la Mujer firmó un “Convenio de Cooperación y Trabajo en Conjunto”, para la implementación del “Formulario de Registro de Violencia” por los Juzgados de Paz a nivel nacional y el intercambio de informaciones relacionadas con la violencia doméstica e intrafamiliar. 

Pese a que Paraguay no tiene no un sistema unificado de registro, el Informe País presenta  datos que permiten tener alguna aproximación a la situación de la violencia en los últimos cuatro años.
Otros  avances

Se ha firmado una carta de entendimiento entre la Secretaría de la Mujer y la Dirección General de Estadísticas Encuestas y Censos DGEEC para la creación de un observatorio que tiene por objetivo identificar y reportar brechas de género en los indicadores nacionales, especialmente en el área de violencia y ejercer el seguimiento y monitoreo de los compromisos asumidos por la institución en convenios de cooperación interinstitucional. Asimismo permite mejorar la capacidad de análisis de datos y la disponibilidad de información sobre avances y rezagos de indicadores visualizando las situaciones y disparidades a través de mapas temáticos.

Obstáculos


CLADEM Paraguay hace referencia al Informe 2009 de la Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay (Codehupy), según el cual el país no cuenta hasta ahora con un registro único de datos sobre violencia doméstica, a pesar de que existen tres disposiciones al respecto: el Plan Nacional para la prevención y la sanción de la violencia contra la mujer; la ley 1600/00 (art. 9º) y la acordada 454/2006 de la Corte Suprema de Justicia (CSJ), que establece la obligatoriedad del uso de un formulario de registro de violencia en todos los Juzgados de Paz, que posteriormente deben ser enviados por la Corte a la Secretaría de la Mujer para que esta los procese y sistematice en un solo registro. 

En las resoluciones judiciales no se registra la edad de la víctima, los operadores/as judiciales al asentar los casos de violencia, en la mayoría de las veces, no se describe el caso denunciado, ni se especifica, cuál es el tipo de violencia sufrida, individualizándose el hecho bajo el nombre genérico de “violencia doméstica.”

Se anota que los escasos y fragmentados registros de algunas instituciones no permiten elaborar estadísticas y tampoco pueden ser comparables entre sí, ya que los servicios prestados en las instituciones públicas son diferentes: denuncias policiales, expedientes en proceso judicial, consultas médicas, asesoramiento y contención, etc. Lo que demuestra que los distintos organismos todavía responden a las lógicas de competencias, funciones y disciplina de cada institución, y no a un trabajo conjunto de protección de la ciudadanía y promoción de sus derechos.   Se señala, que no obstante, al no tener un sistema unificado de registro, son datos que permiten tener alguna aproximación a la situación de la violencia familiar en Paraguay, tal y como el país presenta en el informe. 

VI. Conclusiones 

Hay que señalar que son evidentes los esfuerzos que está realizando Paraguay, sobre todo en los dos últimos años, para enfrentar la problemática de la violencia contra la mujer.  Y, como lo señala a Autoridad Nacional Competente: “Cabe remarcar que desde el Estado Paraguayo se continúa con el compromiso y el esfuerzo de realizar acciones que respondan a la implementación de la Convención de Belém Do Pará, y que los obstáculos para el goce pleno de los derechos humanos por parte de las mujeres sean superados”
. Los avances se pueden constatar en la generación de  procesos y en la adopción de varias medidas legislativas, administrativas y políticas para garantizar los derechos humanos de las mujeres.  Estos  procesos  están planteados desde un marco de respuestas multisectoriales, buscando la articulación entre las diferentes instituciones gubernamentales claves en el tema, pero también  con las organizaciones no gubernamentales, movimiento de mujeres y sociedad en general.  Aunque no hay información específica, se registra en términos generales un aumento en el aporte del Estado para la inversión en el tema, incluso dando pasos importantes para incorporar el presupuesto con perspectiva de género. De igual manera, se nota los apoyos de la sociedad civil y la cooperación internacional.   

Si bien se puede hablar de progresos en medidas tomadas frente a la problemática de la violencia, es importante referirse también a los obstáculos que, como la mayoría de países del continente,  tiene Paraguay para garantizar en los hechos el acceso y ejercicio de las mujeres a una vida libre de violencia.   En este nivel, se pone de manifiesto un cumplimiento todavía parcial e insuficiente de los compromisos adquiridos como Estado en los términos planteados en  la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer  (Convención de Belem du Pará).  Así, aunque la violencia (de género) contra  las mujeres, niños, niñas y adolescentes está visibilizada y forma parte de las agendas de casi todas las institucionales clave, no sólo que en la legislación persisten  vacíos, omisiones e inconsistencias, sino que para acceder  a la justicia todavía las mujeres víctimas tienen que vivir procesos de revictimización y discriminación (con servicios escasos y centralizados, personal que le falta sensibilización y capacitación, modelos de atención y protocolos no unificados, no inclusión de la realidad cultural indígena), así como carentes de medidas de protección, situación esta última que se está tratando de superar a través de la creación del Programa de Acompañamiento y Protección a Testigos y Víctimas en Procesos Penales en proceso de aprobación.    Es lógico que todas estas condiciones contribuyan a un clima de impunidad al desmotivar a las víctimas para presentar denuncias y mantener procesos que significan graves riesgos y dificultades.  

La ausencia de un sistema único de registro, que no solo recoja la información policial/judicial, seguramente incide también para que no se pueda dimensionar de manera suficiente el problema y tomar decisiones políticas más contundentes frente al mismo.  Para lograrlo, también hay que ubicar como dificultad la persistencia de patrones socioculturales que siguen naturalizando la violencia (de género) contra mujeres, niñas, niños, y adolescentes, lo que se traduce en la negación y desconocimiento del problema en la mayoría de la población, y reproduce sus efectos incluso en las esferas de poder, servicios de atención  y  en los sistemas de administración de justicia.
VII. Recomendaciones

Generales
La violencia contra las mujeres, es una de las expresiones más visibles de la discriminación y de la existencia de relaciones de poder en la familia y en la sociedad. Se ha definido que es un problema de violación a los Derechos Humanos,  porque afecta directamente: al derecho a la integridad física, psicológica y sexual de mujeres; a la vida, pues muchas terminan asesinadas luego de vivir años de violencia.   También es un problema de salud pública, por su alta incidencia que afecta tanto la salud física como psicológica de un porcentaje elevado de la población, que incluye no sólo a las mujeres, sino también a sus hijos e hijas.  Es un problema de inseguridad ciudadana, al constituirse  no la calle, sino el propio hogar, el espacio menos seguro para más de la mitad de la población; por la alta incidencia de delitos sexuales y a la integridad física de las cuales son víctimas las mujeres por el hecho de ser tales; y porque  muchos hijos al ser testigos o víctimas de violencia salen de sus casas, viven en las calles, se vinculan a actividades con pandillas u otras, generando además un grave problema social.   Finalmente, la violencia por razones de género afecta la producción y el Desarrollo del país, porque: limita la participación de las mujeres a nivel comunitario y político (muchas mujeres no pueden participar porque viven amenazadas y temen la reacción violenta de sus parejas); afecta la productividad y desarrollo productivo del país y ciudades, con niveles de ausentismo laboral y secuelas de desmotivación y hasta suicidios de mujeres en edades productivas y reproductivas. 
De allí que es imprescindible perseverar y seguir adoptando, desde lo diversos  ámbitos, todas las medidas necesarias de carácter  legislativo, administrativo y de políticas que permitan garantizar el real cumplimiento del  derecho de las mujeres, la niñez y adolescencia a vivir en sociedades libres de  violencia.    Este es un desafío que no sólo enfrenta Paraguay sino el resto de países del mundo,  que cobra particular énfasis para los que tienen ratificada la Convención Belém do Pará, como un compromiso de Estados que buscan ampliar el espacio de democracia y participación ciudadana, en el marco del desarrollo humano y el respeto a los derechos de las personas. 

Específicas:

· En el campo de la legislación hay que insistir en la pronta aprobación de la Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres, actualmente a cargo de la  Comisión de Equidad Género y Desarrollo de la Cámara de Senadores/as, la Secretaria de la Mujer y UNIFEM
, quienes se encuentran co-organizando el proceso de debate para la formulación del proyecto. Es fundamental que la Ley establezca con claridad los criterios para  “sancionar las formas de violencia física, psicológica, sexual, económica, institucional y simbólica  contra la mujer y proteger los derechos de las víctimas de violencia”, en el marco de lo establecido en la Convención Belém do Pará, incorporando en su objeto la prevención y erradicación de la violencia, dentro del principio de integralidad.

· Recomendar el fortalecimiento  de la Secretaria  de la Mujer para cumplir su mandato de incidir en las políticas públicas y dotarla con mayor presupuesto para ejecutar programas exitosos contra la violencia a las mujeres. 

· Que se cuide el aspecto de que la legislación en relación a la violencia de género no puede ser neutra, ni su sanción condicionada a la habitualidad ni a la convivencia con el agresor. Tampoco puede estar sujeta a la conciliación, mediación o cualquier otra figura que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes.
· Que se considere los criterios del Informe Sombra de CLADEM Paraguay de que: La Ley 1600 y las disposiciones existentes en el Código Penal-Ley 1160/97 modificada por la Ley 3440 del año 2008 son insuficientes y no contempla la multiplicidad de tipos penales en las que las mujeres y niñas son específicamente víctimas de violencia, por lo que el Paraguay se encuentra ante un vacío legislativo contribuyendo a la impunidad contra la violencia hacia las mujeres. Esto hace imprescindible que se tipifiquen e incluyan los delitos sexuales dentro del matrimonio y la familia, la violación, el incesto, así como la incorporación de la trata con fines de explotación sexual y con fines de explotación personal y laboral a nivel interno y no sólo internacionalmente; la caracterización de la trata con fines de explotación sexual en mujeres adultas desde enfoques de derechos humanos y no sólo de seguridad; el Femicidio, la violencia patrimonial o económica, la violencia proveniente desde el Estado, en la que entra la violencia institucional.  La no penalización de prácticas medicas llevadas adelante por mujeres.

· Que debe basarse en la concepción de plena inclusión de la diversidad de mujeres que viven violencia por razones de género combinadas con otras que tienen que ver con su situación socio-económica, geográfica, de edad, de identidad cultural étnica, opción sexual, etc.

· Recomendar la prevención y sanción del tráfico y la trata de personas.

· Recomendar que se retire como avance la inclusión de los actos de violencia, acoso sexual, injurias o malos tratos del empleador y sus representaciones, familiares y dependientes como causa justificada de terminación del contrato de trabajo por voluntad unilateral del empleado.

· Recomendar la no criminalización de prácticas médicas realizadas sólo a mujeres de acuerdo a la Convención Belém Do Pará, el punto 14 de la recomendación 24 del Comité de la CEDAW y la Convención sobre Esclavitud.

· Respecto a Planes, servicios especializados, campañas es recomendable la formulación  de una política de prevención, que forme parte de la respuesta integral e intersectorial, sobre todo a partir del Ministerio de Educación y Cultura, el mismo que podría utilizar la gran red de escuelas en toda la república para implementar planes y programas escolares que fomenten desde la niñez relaciones igualitarias entre niños y niñas, así como el derecho a vivir una vida libre de violencia. 
· Fortalecimiento de capacidades institucionales a través de  sistemas de capacitación y formación contínua para funcionarios/públicos y operadores de servicios especializados, que permita unificar lenguajes y enfoques, así como adquirir herramientas conceptos, enfoques y metodologías de atención frente a los casos de violencia; promover el trabajo articulado para mejorar la eficiencia en acciones de prevención, control-sanción, protección integral, restitución de derechos y exigibilidad; abrir espacios de discusión y reflexión crítica sobre casos concretos, buscando la auto-evaluación del trabajo diario, así como la revisión de creencias e ideas frente a la violencia y las víctimas de violencia.

· Que las universidades puedan incorporar el tema de la violencia contra la mujer en el programa de formación profesional de médicos / as, asistentes sociales y abogados, incluyendo de manera particular para los equipos multidisciplinarios y los profesionales en derecho el conocimiento para la aplicación de la legislación nacional e internacional sobre DD.HH. en materia de violencia contra la mujer con enfoque de género, etario e intercultural.

· Que se abran espacios de formación a periodistas y medios de comunicación, pues el abordaje que realizan la mayoría de ellos acerca de la violencia refuerza los estereotipos sexistas, las ideas machistas y la violencia.

· En los casos de Trata es necesario especificar que si bien el marco normativo es necesario, el Estado debe tomar medidas que posibiliten además una atención integral y reparadora del daño psicosocial a las víctimas de trata, con las especificidades que requieren las condiciones de edad y género y atendiendo a las particularidades con que impactan en ellas los diferentes fines del delito, como la explotación sexual, la explotación laboral y la extracción de órganos”.  También debe incorporarse la articulación con instituciones y la búsqueda de convenios con la empresa privada para dotar de otros servicios sociales, oportunidades de formación y opciones laborales como parte de la restitución de derechos y reinserción familiar y social de quienes han sido víctimas del delito de trata. 

· Considerando que la atención a las víctimas con respuestas de albergue transitorio todavía depende de las iniciativas de la sociedad civil organizada y de la cooperación internacional, deben abrirse más albergues y casas de protección para garantizar los derechos de las víctimas.

· Es importante fortalecer la estrategia del trabajo en red de instituciones y sociedad civil para la coordinación y articulación de los servicios de atención especializada, en función de establecer el sistema descentralizado de protección integral.

· Que se incluyan los servicios legales en los equipos profesionales de apoyo a las víctimas de violencia.

· Que se acelere la creación del Programa de Acompañamiento y Protección a Testigos y Víctimas en Procesos Penales para garantizar la protección y seguridad de quienes enfrentan casos penales.

· Perseverar en campañas y esfuerzos de largo aliento, sobretodo a nivel del sistema educativo,  los medios de comunicación e instancias de la sociedad civil,  para el cambio de patrones socio-culturales que naturalizan la violencia y crean mitos y estereotipos que la justifican. 

· Que se implemente lo antes posible el presupuesto con perspectiva de género, incorporando factores que permitan identificar y monitorear los recursos que las instituciones públicas invierten en reducir  la situación de desigualdad entre hombres y mujeres, incluida la inversión en respuestas contra la violencia de género, como ejes transversales de su gestión.

· Se debe establecer un sistema único de registro con  indicadores a partir de variables que permitan desagregar género, edad, situación geográfica (urbana o rural), autodefinición de identidad cultural étnica,  para poder levantar información estadística confiable orientada a la toma de decisiones y políticas. El sistema que estar vinculado al establecimiento de un mecanismo institucional de control, evaluación y seguimiento de los servicios y de los procesos de empoderamiento de las mujeres víctimas de violencia. 

· Es menester realizar investigaciones, con metodologías cuantitativas y cualitativas  sobre satisfacción de las usuarias respecto a los servicios y otros temas, que alimenten la información y den base científica en función de la construcción y redefinición de las políticas públicas.
VIII. Buenas Prácticas

· La experiencia desarrollada por la Comunidad Digital de la Mujer (CODIM) que tiene como objetivo promover el acceso de la mujer paraguaya a las nuevas tecnologías de la comunicación y la información, especialmente en zonas rurales. Esta agencia provee de información semanal a más 1000 organizaciones y personas en forma directa. La información está 24 horas disponible con ventanas para acceso a denuncias de casos de violencia, información y materiales audiovisuales de sensibilización y educación en género.
· El Observatorio de Medios de Comunicación  a cargo de la Secretaría de la Mujer con financiamiento de la  AECID.  Se ha presentado el primer informe de resultados sobre el análisis de noticias publicadas en la prensa referente a casos de violencia contra la mujer.
· La iniciativa de la Secretaría de la Mujer y la Dirección General de Estadísticas Encuestas y Censos DGEEC para la creación de un observatorio que tiene por objetivo identificar y reportar brechas de género en los indicadores nacionales, especialmente en el área de violencia y ejercer el seguimiento y monitoreo de los compromisos asumidos por la institución en convenios de cooperación interinstitucional. Asimismo permite mejorar la capacidad de análisis de datos y la disponibilidad de información sobre avances y rezagos de indicadores visualizando las situaciones y disparidades a través de mapas temáticos.

· La creación del Instituto de Derechos Humanos de la Defensoría del Pueblo,  para formar agentes multiplicadores en el tema. En su currìcula, el instituto estableciò un el estudio de un módulo de leyes nacionales y de compromisos internacionales suscritos por el Paraguay (con énfasis en CEDAW y Belem do Pará) relacionados a los derechos humanos de las mujeres.
· “Campaña Iguales en Todo” que  tuvo como objetivo difundir y dar a conocer los cuatro ámbitos principales del  Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Se difundieron spots televisivos y micro programas radiales. En canales de aire (canal 2, canal 4, canal 9 y canal 13) se difundieron en total 12 spots. Se distribuyeron 2.000 inserts, en castellano y guaraní, sobre violencia, participación equitativa en el hogar en ciudades cabeceras del interior del país a través de un periódico con cobertura nacional. Se imprimieron 4.000 afiches (Una vida libre de Violencia, y Acceso en Igualdad de Oportunidades en el Empleo) que fueron distribuidos en Ongs en la capital e interior del país.




� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03235T01�








� Informe Sombra, CLADEM Paraguay 2010.


� Comentarios sobre la Evaluación de la Implementación en Paraguay de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém Do Pará (MESECVI/CEVI/doc.115/10 add. 1





� Actualmente, ONU MUJERES. 





